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REGISTRO NACIONAL DE ACTOS PERSONALES 


Se crea la Sección Créditos Financieros 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 6 de julio de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Alfredo Asti. 


MIEMBROS: Señores Representantes Eduardo Brenta, José Carlos Cardoso, Roberto Conde, Carlos 
González Alvarez, Gonzalo Mujica, Gabriel Pais, Iván Posada y Héctor Tajam. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Se da inicio a la toma de la versión taquigráfica. 


——— Se pasa a considerar el asunto que figura en cuarto término del orden del día: "Registro Nacional de 
Actos Personales. (Se crea la Sección Créditos Financieros)". 


En el artículo 9” está previsto un primer paso de control de los créditos otorgados habitualmente por 
determinadas personas jurídicas entre sus afiliados, ya sean cooperativas de ahorro y crédito u otras 
asociaciones civiles como ANDA. Aclaro que cualquier referencia es para explicar; no estoy haciendo un 
juicio de valor sobre lo que hacen esas instituciones. Obviamente: si son cien mil los afiliados y cien mil los 
créditos, no pretendemos que se registren las cien mil intervenciones. Lo que planteamos es que el Poder 
Ejecutivo, a través de una reglamentación, pueda autorizar la presentación de declaraciones globales, 
mensuales o anuales, de las operaciones efectuadas de acuerdo con todos los ítemes que se incluyen en los 
documentos que se exigen en el artículo 7”: datos del acreedor y del deudor, monto, moneda, plazo y origen 
del préstamo. Esta remisión implicará, también, que vaya con copia al Banco Central, de manera de tener, por 
lo menos, una cuantificación del problema. 


Recordemos que uno de los objetivos iniciales de este proyecto es, precisamente, la cuantificación y 
categorización del crédito parafinanciero y, eventualmente, luego se entraría en otras etapas de regulación 
que hoy no existen. 


Entendemos conveniente comenzar de esta forma la fiscalización de estas empresas o personas jurídicas que 
dan préstamos en forma habitual y generalizada. 


En otras versiones de este articulado -que no descarto volvamos a establecer- se estipulaba que la utilización 
de este procedimiento de las declaraciones anuales implicaba, por parte de las personas jurídicas, aceptar que 


puedan ser controladas por el organismo que las autorizó, el Ministerio de Educación y Cultura -en el caso de 
las asociaciones civiles- o la Auditoría Interna de la Nación, en el caso de las cooperativas. 


SEÑOR POSADA.- Lo que pasa es que en algunos casos se trata de pseudocooperativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, precisamente allí, en algún momento, tendremos que hincar el diente. Que 
tengan exoneraciones como cooperativas cuando en realidad son uno o dos capitalistas que lo único 
que hacen es afiliar gente para habilitar estos préstamos -además de la cuota les cobran los intereses- 
es un tema que debemos cuantificar para después tener la posibilidad de legislar al respecto. 


Aquí hay dos o tres temas polémicos que han dado lugar a muchas consultas. Una duda que se ha planteado 
es qué pasa con los créditos ya vigentes. En ese caso, la normativa prevé noventa días para su inscripción, 
mientras que los créditos nuevos deben inscribirse dentro de los veinte días. En el artículo 10 se prevé que 
esa inscripción tenga un período de vigencia, que podría ser anual, de acuerdo con lo que nosotros 
planteábamos. Esto está vinculado al cumplimiento de determinadas obligaciones que tienen los acreedores, 
inclusive fiscales. Entonces, dejábamos que el Poder Ejecutivo decidiera si es o no necesario reinscribir 
anualmente este crédito y controlar el cumplimiento de las obligaciones fiscales de cada una de esas 
inscripciones. Ese es uno de los puntos polémicos que ponemos arriba de la mesa para discutir con los 
compañeros. 


El otro tema es la posibilidad de inscribir fuera de plazo, con una multa o no. Los abogados van a 
comentarnos si es de admisibilidad o de registro el principio que rige este Registro, valga la redundancia. Ahí 
ya ingresaríamos en asuntos que no son de mi formación jurídica específica. Ese es, entonces, uno de los 
temas, si admitimos o no la inscripción fuera de plazo y si esta puede subsanarse con una multa o no. 


Para mí también es importante, en esta línea de razonamientos, el artículo 13, por lo que comentábamos 
anteriormente: todo funcionario público, en conocimiento de la violación de una norma, debe estar obligado a 
denunciarla. Como el tema de la usura, de las cláusulas abusivas y de posición dominante los resuelve la 
Justicia, en el artículo 13 se encomienda al Poder Ejecutivo establecer los procedimientos para controlar los 
elementos que están en el Registro -seguramente a través de la Dirección de Defensa del Consumidot- y, en 
caso de constatar esas violaciones, debería realizar la denuncia correspondiente -solamente el Juez puede 
determinarlo, fundamentalmente en el caso de usura-, pero también si ha habido una inscripción en el 
Registro, la omisión impediría la reinscripción, en el caso de que este sea el camino que se opte en su 
momento. 


SEÑOR POSADA.- Creo que sería oportuno solicitar al Banco Central que nos aclare bien cuáles son 
las instituciones que en este momento están realizando operaciones financieras y que no están 
comprendidas en el control llevado adelante por ese organismo. Sería interesante saber qué tipo de 
controles tienen hoy. En tal caso, sería conveniente solicitar la opinión de algunas de estas entidades. El 
señor Presidente refería el caso de ANDA que tiene una particular inserción social en todo el país, así 
como algunas situaciones en las cuales se utilizaba el mecanismo de las cooperativas, sin tener el 
carácter de tales. 


Sería importante tener una opinión fundada acerca de los actuales controles existentes en esos casos y del 
tipo de relación que tienen -si la hay- con el Banco Central. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo inconveniente en consultar al Banco Central y lo hemos hecho. 
Inclusive, en un artículo que viene incluido en la Rendición de Cuentas se aclara que las instituciones 
controladas por el Banco Central son aquellas que realizan intermediación financiera, es decir, captan 
ahorro público y lo reinvierten a través del otorgamiento de préstamos. Esto no se da en las entidades 
que decíamos y, por lo tanto, quedan fuera de la reglamentación. 


SEÑOR POSADA.- Mi consulta va en el sentido de si no sería mejor que hubiera un control de parte 
del Banco Central de esas instituciones, en lugar de ese otro criterio. 


Lo que está planteado aquí en definitiva termina siendo una suerte de globalización de las operaciones. El 
artículo 9” precisamente plantea la posibilidad de realizar declaraciones globales. Me quedan dudas de si 
habrá un efectivo registro de esas situaciones y, también, acerca de cómo esto va a impactar sobre el 
funcionamiento operativo de estas instituciones. En los hechos están haciendo actividad de intermediación 
financiera. Ese es un dato de la realidad. Desde el momento en que prestan dinero y cobran interés por ese 
dinero, hay intermediación. 


(Diálogos) 


———- En definitiva, hay una organización que asume determinados mecanismos que suponen la contrapartida 
de dinero. Desde ese punto de vista, como todo ese andamiaje es bastante complejo, me parece que sería 
oportuno tener una opinión sobre esos casos específicos, dejando de lado los otros. No tenemos ninguna duda 
de que los prestamistas estarían comprendidos en este mecanismo, más allá de que podamos tener dudas 
acerca de los resultados que se puedan obtener por esta vía. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Me pregunto si esto no producirá una avalancha de actividad para 
el Registro. Tal vez nosotros legislamos algo, nos quedamos contentos y después, quien lo tiene que 
hacer, nos dice que precisa mil funcionarios y catorce pisos de un edificio. 


Esa es la parte que no sé si está evaluada, porque se dice que 100.000 o 200.000 personas están en ese 
paramercado. Con la filosofía estoy de acuerdo, pero yo tengo miedo de que nos quedemos con algo vacío. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es la diferencia que nosotros hacíamos notar entre un proyecto y otro. En 
el proyecto que viene en la Rendición de Cuentas no queda comprendida, o sea que no se posibilita la 
exclusión de esos casos. Para evitar eso, precisamente, nosotros ponemos en el artículo 2": "(...) El 
Poder Ejecutivo, en su reglamentación, podrá excluir de la obligación registral a los documentos o 
créditos que por su monto, plazo, condiciones u origen no sean significativos y cuyas cantidades 
dificulten el manejo del registro, obstaculizando el logro de los objetivos.- La reglamentación también 
establecerá los controles necesarios para evitar que; a través de fraccionamiento, reiteraciones o 
cambios de fecha; puedan eludirse las obligaciones registrales". Y siempre se faculta al Poder 
Ejecutivo para ir graduando ese tema. 


Estoy de acuerdo con lo que decía el señor Diputado Posada en el sentido de que la información será global, 
pero manteniendo la individualidad del deudor con todos los datos. Simplemente, no va a tener que hacerlo 
cada vez que otorgue un crédito sino que va a tener que presentar la relación de todos los créditos otorgados, 
a quién se los otorgó, con qué plazo, monto, garantía y tasa de interés, una vez por mes, cada tres meses o 
máximo una vez por año, según lo determine el Poder Ejecutivo y esa información va al Banco Central del 
Uruguay para que alguien pueda cuantificar el problema. 


A raíz de las consultas que realizamos en la Superintendencia de Instituciones Financieras del Banco Central 
del Uruguay fue que sacamos el tema del Banco Central. La razón fue muy sencilla: el Banco dijo lo que se 
mencionó anteriormente. El Banco Central tiene, por sus características, una administración muy cara. 
Utilizar toda la estructura del Banco Central para registrar, simplemente, no serviría. Entonces, una cosa es 
que el Banco Central pueda, a través de alguien que sea más eficiente desde el punto de vista económico y 
registral -porque es su práctica habitual- tener datos para proyectar modificaciones a la normativa que 
incluye... 


Por eso es que hablamos de cuantificación, categorización y, luego, regulación del sistema. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Indudablemente, después de tener eso, se puede lograr que el 
Banco Central a aquellas instituciones que tengan un volumen muy grande, aunque no sean de pura 
intermediación financiera -por ejemplo, el que está prestando US$ 2:000.000 o US$ 5:000.000-, les 
permita salir de este circuito. 


Con la filosofía estoy de acuerdo, es una manera de blanquear todo el sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros pusimos esa cláusula precisamente para ir graduando y que no se 
produjera un impacto; para que no ocurriera que por ver los árboles no pudiéramos ver el bosque. 


SEÑOR CONDE.- A efectos de evitarnos posibles problemas de interpretación en el artículo 9%, quiero 
decir que no entiendo muy bien por qué tenemos que incluir "(...)realizar declaraciones globales, 
anuales o por períodos(...)" si lo que queremos es establecer que se hagan declaraciones por períodos 
amplios, que no tengan que hacerlo caso por caso ni diariamente. Alcanza con establecer: "El Poder 
Ejecutivo podrá habilitar a las personas jurídicas que estén autorizadas, a otorgar créditos en forma 
habitual y generalizada, a realizar declaraciones anuales o por períodos menores(...)'" y no poner 
"declaraciones globales, anuales o por períodos menores" porque la palabra "global" puede dar lugar 
a mala interpretación. Luego, donde dice: "respecto del volumen de las operaciones efectuadas", 
debería referirse a las operaciones en todos sus aspectos y características, porque la palabra volumen 
también puede justificar la confusión de que solo alcanza con que informen el volumen. Me parece que 
el artículo quedaría mucho más directo y seguro, y no se sometería a diferentes interpretaciones si 
dijera: (...) realizar declaraciones anuales o por períodos menores, respecto de las operaciones 
efectuadas con indicación de los literales referidos en el artículo 7*". 


Con respecto al artículo 10, soy partidario de que se le otorgue al Poder Ejecutivo la facultad para determinar 
la forma, cada cuánto y cómo, pero de que nosotros fijemos en la ley que tiene que haber una renovación; ese 
es el criterio indicativo de la ley. Después, inclusive, el Poder Ejecutivo podrá usar el segundo párrafo del 
artículo 10, a los efectos del control fiscal, y me parece muy bien que lo haga. 


El primer inciso del artículo 10 quedaría simplemente así: "En la reglamentación, el Poder Ejecutivo 
determinará el período de tiempo de validez de la inscripción; debiendo establecer las formas y 
procedimientos de la renovación". Si el Poder Ejecutivo quiere ponerlo en forma anual o bianual, que lo 
haga, pero que quede establecido en el artículo la necesidad de la renovación. 


En consecuencia, hay que corregir el segundo inciso. Debe cancelarse la inscripción "De optarse por" y la 
frase tiene que empezar diciendo: "En la renovación de la inscripción se harán exigibles nuevamente[...)". 


Con respecto al artículo 13, quiero agregar que también debemos corregir su último párrafo -en consonancia 
con la modificación realizada al artículo 10-, suprimiendo la frase "Si en aplicación del artículo 10 de la 
presente ley se establece(...)" y que simplemente diga: "En la renovación de la inscripción, la anotación en el 
Registro referida en el inciso precedente por violación de lo preceptuado en los incisos primero y segundo de 
este artículo impedirá la renovación". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo redactaremos nuevamente. 


Debido a esta última redacción que dimos al artículo 13 -lo vamos a consultar, pero aprovechamos la 
presencia del Diputado con formación jurídica-, quería expresar lo siguiente. Luego de corroborarse por parte 
del Poder Ejecutivo que hay violaciones a la normativa de usura o cláusulas abusivas y posición dominante, 
tiene que hacerse, necesariamente, la denuncia judicial. Hacemos la anotación en el Registro comunicando 
fehacientemente a los interesados -deudores y acreedores-, pero luego prohibimos la reinscripción. En ese 
caso, podría no haber intervención de la justicia. Creo que también deberíamos analizar este punto; debido al 
cambio en la redacción, tengo dudas al respecto. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¿Qué hacemos con las cosas que no estén inscriptas? 
SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, se aplicaría el artículo 14. 


Planteé ese tema para pensar en alguna solución; debemos analizar cómo hacemos para prohibir la 
reinscripción si no hay resolución judicial. A lo mejor, hay que establecer la salvedad de que se permite la 
reinscripción pero en el certificado de inscripción debe constar que hay una denuncia penal o civil en un 
Juzgado, si es que esta corresponde. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Me parece que deberíamos establecer algún otro tipo de traba para 
quien no inscribe porque, de lo contrario, la práctica será no inscribir nada y hacerlo solo si hay un 


juicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por esa razón planteaba este tema. Hay dos posibilidades: exigimos la 
inscripción en todos los casos o admitimos la inscripción tardía, que cuesta más. Mi intención fue 
trasmitir las dos posiciones que he escuchado para que, entre todos, decidamos cuál es la mejor 
solución. Aclaro que puse la opción más benévola porque temo que alguien nos acuse -así me lo han 
dicho algunos abogados especializados en el tema- de negar justicia, ya que no permitimos ejecutar si 
no hubo inscripción. Digo esto porque puede suceder, por ejemplo, que una persona esté en el exterior, 
se le pasen los noventa días de plazo, no inscriba y nunca más pueda ejecutar a nadie. Este fue uno de 
los argumentos que se me planteó y lo consideré de recibo como para trasmitirlo a la Comisión. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Habría que buscar un mecanismo para que eso no suceda porque, 
de lo contrario, se puede convertir en una práctica común: nadie inscribe nada y solo inscribe cuando 
tiene un problema. De esa forma, nunca obtendremos lo que busca esta norma, que es conocer cuánto 
dinero mueve este mercado y cómo lo mueve. 


Por otra parte, estoy de acuerdo con el señor Presidente en el sentido de que no podemos prohibir a una 
persona cobrar un crédito. 


SEÑOR PAIS.- Creo que no hay más remedio que habilitar una inscripción tardía, aunque se corra el 
riesgo de que suceda lo que planteaba el señor Diputado González Álvarez, es decir, que solo se 
inscriba cuando haya un atraso que amerite la iniciación de un juicio. La verdadera sanción por no 
inscripción es que no se puede iniciar el proceso judicial de ejecución. 


Debemos pensar en esto más detenidamente, pero me parece que no podemos cerrar completamente las 
puertas a una inscripción tardía. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ..- Tal vez, habría que fijar una multa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya figura en el artículo 5”, que establece: '(...) Vencido dicho plazo no se 
inscribirá ningún documento.- La reglamentación podrá incluir excepciones a lo establecido en el 
inciso precedente, con las respectivas sanciones de hasta el máximo fijado para las contravenciones en 
materia impositiva o un porcentaje del valor del crédito no inscripto, para habilitar la inscripción 
fuera de plazo". 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- No sé si la redacción debería ser esa o si deberíamos ser más 
específicos; vamos a pensar en esto. Todos sabemos que hay especialistas en buscar el atajo de las 
normas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Soy absolutamente consciente de eso. 


Tal vez, como decía el señor Diputado Pais, podríamos ser más flexibles con los plazos. Redacté el proyecto 
de esta manera sabiendo que las dos soluciones tienen problemas. Debemos adoptar una, sabiendo de 
antemano que tiene inconvenientes. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- A lo mejor podríamos establecer que si la inscripción tardía se hace 
dentro de los ciento ochenta días de presentada la exigencia judicial, tendrá una multa mayor. De esta 
forma podríamos evitar problemas como, por ejemplo, que hoy se inscriba y mañana se presente en el 
Juzgado. 


SEÑOR CONDE.- El punto crítico es el siguiente: lo que hay que evitar es que el acreedor elija 
registrar o no en virtud de que el deudor le pague o no. Por lo tanto, el máximo de flexibilidad debe ser 
que se inscriba antes de la fecha de vencimiento del documento y no se puede pasar ni siquiera por la 
vía de la excepción. De lo contrario, la situación sería muy práctica: si una persona no paga, la registro, 
y si me paga, no la registro. No sé si esto puede acarrear algún conflicto jurídico con normas de interés 


general, porque pueda afectar el derecho a pleitear, es decir, a presentarse ante un tribunal e iniciar un 
procedimiento. 


En términos prácticos, atendiendo solo al contenido de este proyecto, está claro que si no se obliga en forma 
estricta a registrar antes del vencimiento, toda la iniciativa pierde sentido. Entonces, ese sería el límite 
máximo de flexibilidad. Se puede plantear cláusula de excepción -creo que debemos hacerlo- pero siempre 
hasta determinados días hábiles antes del vencimiento del documento. 


SEÑOR PAIS.- En ese caso, deberíamos prever qué sucede cuando el pago es en cuotas -ya sean 
mensuales, semestrales o anuales-, ya que no habría un vencimiento único. 


SEÑOR CONDE.- Entonces, habría que establecer que el registro debe realizarse antes del 
vencimiento de la primer cuota. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La solución también podría ser establecer que se rechazará la inscripción si 
se constata que hay cuotas vencidas. Cuando ya se registre algún atraso, la inscripción no es admisible. 


Les propongo analizar todos estos puntos y traer una opinión al respecto para el próximo miércoles. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


